
PROMULGO la presente Resolución y mando que sea publicada en la Gaceta
Oficial, para su conocimiento y cumplimiento.

DADA en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República
Dominicana, a los ocho (8) días del mes de septiembre del año mil novecientos noventa y ocho, año
155 de la Independencia y 136 de la Restauración.

Leonel Fernández

Ley No. 482-98 que concede una pensión del Estado a la señora Silvia Eulogia Medina Viuda
Tejeda.

(G. O. 10003, del 30 de septiembre de 1998).

EL CONGRESO NACIONAL
En Nombre de la República

Ley No. 482-98

CONSIDERANDO: Que la señora Silvia Eulogia Medina viuda Tejeda, de 67 años
de edad, se encuentra enferma, sin medios de subsistencia y sin poder dedicarse al trabajo
productivo;

CONSIDERANDO: Que la señora Medina viuda Tejeda laboró en diferentes
dependencias del Estado: como la Secretaría de Estado de Salud Pública y Asistencia Social,
Secretaría de Estado de Educación, Bellas Artes y Cultos, Programas Sociales de la Presidencia,
Acción Cívica de la Policía Nacional y Maestra de la Escuela de Emergencia;

CONSIDERANDO: Que Medina viuda Tejeda fue jubilada mediante la Ley No. 165
en fecha 6 de marzo de 1964, con una dotación insuficiente, que no le alcanza para su alimentación
y cuidados médicos;

VISTO el Articulo 10 de la Ley 379, de fecha 11 de diciembre de 1981, sobre
Pensiones y Jubilaciones Civiles del Estado.

VISTA la Ley No. 165 de fecha 6 de marzo de 1964, que concedió una pensión en
favor de Silvia Eulogia Medina viuda Tejeda.

HA DADO LA SIGUIENTE LEY:

Artículo 1.- Se concede una pensión mensual del Estado de siete mil pesos oro
(RD$7,000.00) en favor de la señora Silvia Eulogia Medina viuda Tejeda.



Artículo 2.- Dicha pensión será pagada con cargo al Fondo de Pensiones y
Jubilaciones del Estado de la Ley de Gastos Públicos.

Artículo 3.- Se deroga la Ley No. 165, de fecha 6 de marzo de 1964, que concedió
una pensión del Estado en favor de la señora Silvia Eulogia Medina viuda Tejeda.

DADA en la Sala de Sesiones de la Cámara de Diputados, Palacio del Congreso
Nacional, en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República Dominicana, a
los seis (6) días del mes de agosto del año mil novecientos noventa y ocho, año 155 de la
Independencia y 135 de la Restauración.

Héctor Rafael Peguero Méndez
Presidente

Carlos Alberto Gómez Pérez Néstor Orlando Mazara Lorenzo
Secretario Ad-Hoc. Secretario

DADA en la Sala de Sesiones del Senado, Palacio del Congreso Nacional, en Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República Dominicana, a los trece (13 ) días
del mes de agosto del año mil novecientos noventa y ocho, año 155 de la Independencia y 135 de la
Restauración.

Amable Aristy Castro
Presidente

Enrique Pujals Rafael Octavio Silverio
Secretario Secretario

LEONEL FERNANDEZ
Presidente de la República Dominicana

En ejercicio de las atribuciones que me confiere el Artículo 55 de la Constitución de
la República.

PROMULGO la presente Ley y mando que sea publicada en la Gaceta Oficial, para
su conocimiento y cumplimiento.

DADA en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República
Dominicana, a los dieciséis (16) días del mes de septiembre del año mil novecientos noventa y ocho,
año 155 de la Independencia y 136 de la Restauración.



Leonel Fernández

Ley No. 483-98 que crea un Juzgado de Instrucción en el Distrito Judicial de Puerto Plata, que
se denominará de la Segunda Circunscripción.

(G. O. 10003, del 30 de septiembre de 1998).

EL CONGRESO NACIONAL
En Nombre de la República

Ley No. 483-98

CONSIDERANDO: Que la provincia de Puerto Plata sostiene un amplio
crecimiento en sus actividades económicas y sociales, que la colocan como una de las principales
demarcaciones de la geografía nacional;

CONSIDERANDO: Que la jurisdicción de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Puerto Plata consta de dos Cámaras Penales y un Juzgado de Instrucción, y es imposible, para este
último, conocer y fallar el extraordinario número de expedientes que se acumulan, como
consecuencia del aumento poblacional, el desarrollo económico y el auge de la delincuencia, que se
ha experimentado en los últimos años en la jurisdicción de Puerto Plata;

CONSIDERANDO: Que la celeridad en el conocimiento de los casos sometidos a la
justicia es indispensable para la realización del derecho y el imperio de la paz social;

VISTO el Inciso 10 del Articulo 37 de la Constitución de la República;

VISTA la Ley No. 821, del 21 de noviembre de 1927, sobre Organización Judicial, y
sus modificaciones.

HA DADO LA SIGUIENTE LEY:

Artículo 1.- Se crea en el Distrito Judicial de Puerto Plata un Juzgado de Instrucción,
que se denominará de la Segunda Circunscripción, en adición al Juzgado de Instrucción ya existente.

Artículo 2.- Las jurisdicciones de los Juzgados de Instrucción del Distrito Judicial de
Puerto Plata quedan establecidas en la forma siguiente:

a) Primera Circunscripción: La circunscripción territorial correspondiente a la
Cámara Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Puerto Plata, que presenta la siguiente demarcación territorial:

Partiendo desde la Avenida Circunvalación Norte (Malecón), de la ciudad de San
Felipe de Puerto Plata, tomando de la acera oeste de la calle Eugenio Deschamps hasta llegar al
Mercado Modelo; continuando por la acera oeste de la Avenida Isabel de Torres, hasta llegar a la



Loma Isabel de Torres; siguiendo hacia el noroeste, comprendiendo las Secciones de Maimón y El
Toro, con sus respectivos parajes, hasta los límites del municipio de Puerto Plata, colindado con el
municipio de Luperón.

Abarca, además, los municipios de Luperón, La Isabela, Altamira, Los Hidalgos y el
Distrito Municipal de Guananico, hasta alcanzar los límites de las provincias de Santiago, Valverde
y Monte Cristi.

b) Segunda Circunscripción: La circunscripción territorial correspondiente a la
Cámara Civil y Comercial de la Segunda Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Puerto Plata, cuya demarcación territorial es la siguiente:

Partiendo de la Avenida Circunvalación Norte (Malecón), de la ciudad de San Felipe
de Puerto Plata, tomando la acera este de la calle Eugenio Deschamps, hasta llegar al Mercado
Modelo; continuando por la acera este de la Avenida Isabel de Torres, hasta llegar a la Loma Isabel
de Torres. Se proyecta luego hacia el sur hasta abarcar las Secciones de El Cupey y Yásica y los
Parajes comprendidos en dichas zonas, dentro de los límites del municipio de Puerto Plata, hasta
limitar con la provincia de Santiago. Incluye, además, los municipios de Imbert y Sosúa, este último
limitado al Este con la provincia Espaillat.

Artículo 3.- La Suprema Corte de Justicia tendrá a su cargo la aplicación y ejecución
de la presente ley.

Artículo 4.- La presente ley modifica cualquier otra disposición que le sea contraria.

DADA en la Sala de Sesiones de la Cámara de Diputados, Palacio del Congreso
Nacional, en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República Dominicana, a
los veintiún (21) días del mes de abril del año mil novecientos noventa y ocho, año 155 de la
Independencia y 135 de la Restauración.

Héctor Rafael Peguero Méndez
Presidente

Sarah Emilia Paulino de Solís Néstor Orlando Mazara Lorenzo
Secretaria Secretario

DADA en la Sala de Sesiones del Senado, Palacio del Congreso Nacional, en Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República Dominicana, a los dos (2) días del
mes de junio del año mil novecientos noventa y ocho, año 155 de la Independencia y 135 de la
Restauración.

Amable Aristy Castro
Presidente



Enrique Pujals Rafael Octavio Silverio
Secretario Secretario

LEONEL FERNANDEZ
Presidente de la República Dominicana

En ejercicio de las atribuciones que me confiere el Artículo 55 de la Constitución de
la República.

PROMULGO la presente Ley y mando que sea publicada en la Gaceta Oficial, para
su conocimiento y cumplimiento.

DADA en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República
Dominicana, a los dieciséis (16) días del mes de septiembre del año mil novecientos noventa y ocho,
año 155 de la Independencia y 136 de la Restauración.

Leonel Fernández

Res. No. 484-98 que aprueba el contrato suscrito entre el Estado Dominicano y el señor
George Richards Montes de Oca, sobre la venta de una porción de terreno en el Distrito
Nacional.

(G. O. 10003, del 30 de septiembre de 1998).

EL CONGRESO NACIONAL
En Nombre de la República

Res. No. 484-98

VISTO el Inciso 19 del Artículo 37 de la Constitución de la República.

VISTO el contrato de venta suscrito en fecha 6 de febrero de 1991, entre el
ESTADO DOMINICANO y el señor GEORGE RICHARDS MONTES DE OCA.

R E S U E L V E:

UNICO: APROBAR el contrato de venta de inmueble suscrito en fecha 6 de febrero
de 1991, entre el ESTADO DOMINICANO, representado por el Administrador General de Bienes
Nacionales, señor RODOLFO RINCON MARTINEZ, de una parte; y de la otra parte, el señor
GEORGE RICHARDS MONTES DE OCA, mediante el cual el primero traspasa al segundo, a



título de venta, una porción de terreno con área de 330.75 metros cuadrados, dentro del ámbito de la
parcela No.175-B-3-A-Pte; del Distrito Catastral No.6, del Distrito Nacional, ubicada en la calle “4”
No. 84 del Ensanche Las Américas, valorada en la suma de RD$26,460.00, que copiado a la letra
dice así:

ENTRE: CONTRATO No. 0603

El ESTADO DOMINICANO, debidamente representado en este acto por el
Secretario de Estado, Administrador General de Bienes Nacionales, RODOLFO RINCON
MARTINEZ, dominicano, mayor de edad, casado, funcionario público, de este domicilio y
residencia, provisto de la Cédula de Identificación Personal No.18311, serie 49, quien actúa en
virtud de las disposiciones contenidas en el poder de fecha 31 de diciembre de 1989, expedido por el
Poder Ejecutivo, que lo faculta para el otorgamiento del presente documento, de una parte; y de la
otra parte, el señor GEORGE RICHARDS MONTES DE OCA, mayor de edad, dominicano, de
ocupación administración de empresa, casado con la señora ISIDRA ABREU DE RICHARDS,
domiciliado y residente en la Ave. Circunvalación No.9, Ensanche Quisqueya, de la ciudad de La
Romana, accidentalmente en esta ciudad, provisto de la Cédula de Identificación Personal
No.25645, serie 26, se ha convenido y pactado el siguiente:

C O N T R A T O

PRIMERO: El ESTADO DOMINICANO, representado como se ha indicado más
arriba, VENDE, CEDE Y TRANSFIERE, con todas las garantías de derecho, libre de cargas y
gravámenes, en favor del señor GEORGE RICHARDS MONTES DE OCA, quien acepta el
inmueble que se describe a continuación:

“Una porción de terreno con área de 330.75 metros cuadrados,
dentro del ámbito de la Parcela No.175-B-3-A-Pte.; del Distrito
Catastral No.6, del Distrito Nacional, ubicada en la calle “4” No.84
del Ensanche Las Américas, con los siguientes linderos y medidas:
Al Norte, Parcela No.175-B-3-A-resto, por donde mide 9.80 metros;
Al Este, Parcela No.175-B-3-A-resto, por donde mide 32.00 metros;
Al Sur, calle “4”, por donde mide 11.13 metros; y al Oeste, Parcela
No.175-B-3-A-resto, por donde mide 32.60 metros.

SEGUNDO: El precio convenido y pactado entre las partes para la presente venta,
ha sido por la suma de RD$26,460.00 (VEINTISEIS MIL CUATROCIENTOS SESENTA PESOS),
o sea, a razón de RD$80.00 el metro cuadrado, pagadero en la siguiente forma: La suma de
RD$7,938.00 (SIETE MIL NOVECIENTOS TREINTIOCHO PESOS), como inicial, equivalente a
un 30% del valor total, pagada según consta en el recibo No.192989, de fecha 1ero. de febrero de
1991, expedido por el Colector de Rentas Internas de esta ciudad, por lo que el ESTADO
DOMINICANO, otorga en favor del señor GEORGE RICHARDS MONTES DE OCA, formal
recibo de descargo y carta de pago en forma legal; y el resto, o sea, la cantidad de RD$18,522.00
(DIECIOCHO MIL QUINIENTOS VEINTIDOS PESOS), en 108 mensualidades consecutivas de
RD$171.50 (CIENTO SETENTIUN PESOS CON 50/100) cada una.

TERCERO: EL VENDEDOR Y COMPRADOR convienen por el presente contrato,
que el saldo insoluto devengará un interés de un 8% (OCHO POR CIENTO) anual.



CUARTO: Se establece por medio del presente acto, que en caso de que el
COMPRADOR pagará una (1) o más mensualidades por adelantado, se libera del pago del 8%
(OCHO POR CIENTO).

QUINTO: Es convenido, que en caso de demora por parte del COMPRADOR en el
cumplimiento de su obligación de cubrir cualquier cuota fija dentro de los quince (15) días que
sigan a cada vencimiento, él pague al VENDEDOR un 1% (UNO POR CIENTO) de interés por
cada mes en retraso sobre el monto de la (s) cuotas atrasadas calculadas al día de pago, a título
compensativo y sin necesidad de intervención judicial alguna. Queda entendido, que esta obligación
es independiente del pago de su deuda principal más los intereses.

SEXTO: Queda expresamente establecido entre las partes, que el inmueble objeto
del presente contrato, quedará gravado con un privilegio del VENDEDOR no pagado en favor del
ESTADO DOMINICANO, por la suma de RD$18,522.00 (DIECIOCHO MIL QUINIENTOS
VEINTIDOS PESOS), de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 2103 del Código Civil. En
consecuencia el señor GEORGE RICHARDS MONTES DE OCA, autoriza y requiere del
Registrador de Títulos del Distrito Nacional, la inscripción del referido privilegio.

SEPTIMO: EL COMPRADOR consiente en asumir la responsabilidad de cualquier
reclamación o demanda en relación con el derecho de propiedad de las mejoras que se encuentren
edificadas en la porción de terreno objeto de este caso.

OCTAVO: El ESTADO DOMINICANO justifica su derecho de propiedad sobre el
inmueble indicado en este contrato, en virtud del Certificado de Título No.61-604, expedido a su
favor por el Registrador de Títulos del Distrito Nacional.

NOVENO: Queda establecido, que el presente contrato deberá ser sometido al
Congreso Nacional, para fines de aprobación, en vista de que el inmueble a que el mismo se contrae
tiene un valor que excede de la suma de RD$20,000.00, (VEINTE MIL PESOS ORO), de
conformidad con lo dispuesto por el Artículo 55, Inciso 10 de la Constitución de la República.

DECIMO: Las partes aceptan todas las estipulaciones del presente contrato y para lo
no previsto en el mismo se remiten al derecho común.

HECHO Y FIRMADO en dos (2) originales de un mismo tenor, uno para cada una
de las partes contratantes, en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República
Dominicana, a los seis (6) días del mes de febrero del año mil novecientos noventiuno (1991).

POR EL ESTADO DOMINICANO:

DR. RODOLFO RINCON MARTINEZ,
Secretario de Estado,

Administrador General de Bienes Nacionales.

GEORGE RICHARDS MONTES DE OCA



Comprador.

Yo, DR. TOMAS PEREZ CRUZ, Abogado-Notario Público de los del Número del Distrito
Nacional, CERTIFICO Y DOY FE: Que las firmas que anteceden, puestas en mi presencia por los
señores, DR. RODOLFO RINCON MARTINEZ y GEORGE RICHARDS MONTES DE
OCA, son las mismas que acostumbran usar en todos sus actos, tanto públicos como privados. En
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República Dominicana, a los seis (6)
días del mes de febrero del año mil novecientos noventiuno (1991).

DR. TOMAS PEREZ CRUZ,
Abogado-Notario Público.

DADA en la Sala de Sesiones del Senado, Palacio del Congreso Nacional, en Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República Dominicana, a los doce (12) días
del mes de noviembre del año mil novecientos noventa y seis, año 153 de la Independencia y 134 de
la Restauración.

Amable Aristy Castro
Presidente

Enrique Pujals Rafael Octavio Silverio
Secretario Secretario

DADA en la Sala de Sesiones de la Cámara de Diputados, Palacio del Congreso
Nacional, en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República Dominicana, a
los dieciséis (16) días del mes de julio del año mil novecientos noventa y ocho, año 155 de la
Independencia y 135 de la Restauración.

Héctor Rafael Peguero Méndez,
Presidente

Sarah Emilia Paulino de Solís, Néstor Orlando Mazara Lorenzo,
Secretaria Secretario

LEONEL FERNANDEZ
Presidente de la República Dominicana



En ejercicio de las atribuciones que me confiere el Artículo 55 de la Constitución de
la República.

PROMULGO la presente Resolución y mando que sea publicada en la Gaceta
Oficial, para su conocimiento y cumplimiento.

DADA en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República
Dominicana, a los dieciséis (16) días del mes de septiembre del año mil novecientos noventa y ocho,
año 155 de la Independencia y 136 de la Restauración.

Leonel Fernández

Res. No. 485-98 que aprueba el contrato suscrito entre el Estado Dominicano y el señor José
Eliseo Noble Espejo, sobre la venta de una porción de terreno en Los Cerros de Arroyo
Hondo, Distrito Nacional.

(G. O. 10003, del 30 de septiembre de 1998).

EL CONGRESO NACIONAL
En Nombre de la República

Res. No. 485-98

VISTO el Inciso 19 del Artículo 37 de la Constitución de la República.

VISTO el contrato de venta suscrito en fecha 10 de mayo de 1990, entre el ESTADO
DOMINICANO y el señor JOSE ELISEO NOBLE ESPEJO.

R E S U E L V E:

UNICO: APROBAR el contrato de venta suscrito en fecha 10 de mayo de 1990,
entre el ESTADO DOMINICANO, debidamente representado en este acto por el señor CAMILO
ANTONIO NAZIR TEJADA, Administrador General de Bienes Nacionales; de una parte; y de la
otra parte, el señor JOSE ELISEO NOBLE ESPEJO, por medio del cual el primero traspasa al
segundo, una porción de terreno con área de 628.62 metros cuadrados, dentro del ámbito de la
parcela No.38-parte, del Distrito Catastral No.4, del Distrito Nacional, (Solar No.16 de la manzana
“D”), ubicada en el sector Los Cerros de Arroyo Hondo, de esta ciudad, valorada en la suma de
RD$25,144.80, que copiado a la letra dice así:

ENTRE: CONTRATO No.1683

El ESTADO DOMINICANO, debidamente representado en este acto por el
Administrador General de Bienes Nacionales, CAMILO ANTONIO NAZIR TEJADA,
dominicano, mayor de edad, soltero, funcionario público, de este domicilio y residencia, provisto de
la Cédula de Identificación Personal No.43858, serie 54, sello hábil, quien actúa en virtud de las



disposiciones contenidas en el poder de fecha 22 de junio de 1987, expedido por el Poder Ejecutivo,
que lo faculta para el otorgamiento del presente documento, de una parte; y de la otra parte, el señor
JOSE ELISEO NOBLE ESPEJO, dominicano, mayor de edad, casado con la señora ROSARIO
DE NOBLE, Militar, E.N., provisto de la Cédula de Identificación Personal No.471, serie 86,
domiciliado y residente en la calle Jacinto de la Concha, Manzana B, No.1, Los Trinitarios, de esta
ciudad, se ha convenido y pactado el siguiente:

C O N T R A T O

PRIMERO: El ESTADO DOMINICANO, representado como se ha indicado más
arriba, VENDE, CEDE Y TRANSFIERE, con todas las garantías de derecho, libre de cargas y
gravámenes, en favor del señor JOSE ELISEO NOBLE ESPEJO, quien acepta, el inmueble que
se describe a continuación:

“Una porción de terreno con área de 628.62 metros cuadrados, dentro de la
parcela No.38-parte, del Distrito Catastral No.4, del Distrito Nacional,
(solar No.16 de la Manzana “D”), ubicada en el sector Los Cerros de
Arroyo Hondo, de esta ciudad, con los siguientes linderos: Al Norte, Solar
No.9; Al Este, Solar No.15; Al Sur, Solar No.17 y Cul-De-Sac; y al Oeste,
Solares Nos.7 y 8”.

SEGUNDO: El precio convenido y pactado entre las partes para la presente venta,
ha sido por la suma de RD$25,144.80 (VEINTICINCO MIL CIENTO CUARENTA Y CUATRO
PESOS ORO CON 80/100), o sea, a razón de RD$40.00 el metro cuadrado, pagada en su totalidad,
según consta en los recibos Nos.75 y 2309, de fechas 20 de octubre de 1987 y 18 de abril de 1990,
expedidos por la Administración General de Bienes Nacionales, por lo que el ESTADO
DOMINICANO, otorga en favor del señor JOSE ELISEO NOBLE ESPEJO, formal recibo de
descargo y finiquito en forma legal; por el precio íntegro de la presente venta.

TERCERO: EL COMPRADOR se compromete a iniciar la construcción del solar
objeto del presente acto, respetando las reglamentaciones urbanísticas del sector en un plazo no
mayor de un (1) año a partir de la firma del presente acto.

CUARTO: La violación del artículo anterior conlleva la rescisión de pleno derecho
del presente contrato.

QUINTO: El ESTADO DOMINICANO justifica su derecho de propiedad sobre el
inmueble indicado en este contrato, en virtud del Certificado de Título No.16213, expedido a su
favor por el Registrador de Títulos del Distrito Nacional.

SEXTO: El presente contrato sustituye en todas sus partes al contrato de venta
No.100, de fecha 20 de octubre de 1987, debidamente legalizado por el Lic. RAFAEL AUGUSTO
SANCHEZ, Abogado-Notario Público de los del Número del Distrito Nacional.

SEPTIMO: Queda establecido que el presente contrato deberá ser sometido al
Congreso Nacional, para fines de aprobación, en vista de que el inmueble a que el mismo se contrae
tiene un valor que excede de la suma de RD$20,000.00, (VEINTE MIL PESOS ORO), de



conformidad con lo dispuesto por el Artículo 55, Inciso 10 de la Constitución de la República.

OCTAVO: Las partes aceptan todas las estipulaciones del presente contrato y para lo
no previsto en el mismo se remiten al derecho común.

HECHO Y FIRMADO en dos (2) originales de un mismo tenor, uno para cada una
de las partes contratantes, en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República
Dominicana, a los diez (10) días del mes de mayo del año mil novecientos noventa (1990).

POR EL ESTADO DOMINICANO:

CAMILO ANTONIO NAZIR TEJADA,
Capitán de Navío de la M. de G.,

Administrador General de Bienes Nacionales.

JOSE ELISEO NOBLE ESPEJO
COMPRADOR.

Yo, LIC. MANUEL DE JS. PERDOMO D., Abogado-Notario Público de los del Número para el
Distrito Nacional, CERTIFICO Y DOY FE: Que las firmas que anteceden, puestas en mi presencia
por los señores, Capitán de Navío de la M. de G., CAMILO ANTONIO NAZIR TEJADA y el
señor JOSE ELISEO NOBLE ESPEJO, son las mismas que acostumbran usar en todos sus actos,
tanto públicos como privados. En Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la
República Dominicana, a los diez (10) días del mes de mayo del año mil novecientos noventa
(1990).

LIC. MANUEL DE JS. PERDOMO D.,
Abogado-Notario Público.

DADA en la Sala de Sesiones del Senado, Palacio del Congreso Nacional, en Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República Dominicana, a los trece (13) días
del mes de noviembre del año mil novecientos noventa y seis, año 153 de la Independencia y 134 de
la Restauración.

Amable Aristy Castro
Presidente

Enrique Pujals Rafael Octavio Silverio
Secretario Secretario

DADA en la Sala de Sesiones de la Cámara de Diputados, Palacio del Congreso
Nacional, en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República Dominicana, a
los quince (15) días del mes de julio del año mil novecientos noventa y ocho, año 155 de la



Independencia y 135 de la Restauración.

Héctor Rafael Peguero Méndez,
Presidente

Sarah Emilia Paulino de Solís, Néstor Orlando Mazara Lorenzo,
Secretaria Secretario

LEONEL FERNANDEZ
Presidente de la República Dominicana

En ejercicio de las atribuciones que me confiere el Artículo 55 de la Constitución de
la República.

PROMULGO la presente Resolución y mando que sea publicada en la Gaceta
Oficial, para su conocimiento y cumplimiento.

DADA en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República
Dominicana, a los dieciséis (16) días del mes de septiembre del año mil novecientos noventa y ocho,
año 155 de la Independencia y 136 de la Restauración.

Leonel Fernández
Ley No. 486-98 que agrega un párrafo al Artículo 12 de la Ley No.14-93 sobre el Arancel de
Aduanas de la República Dominicana. Exime la Insulina y sus sales de la aplicación del ITBIS,
recargo cambiario y del desmonte contemplado en el Artículo 6.

(G. O. 10005, del 30 de noviembre de 1998).

EL CONGRESO NACIONAL
En Nombre de la República

Ley No. 486-98

CONSIDERANDO: Que la insulina es un medicamento esencial para la vida de
toda persona diabética que depende de su suministración diaria y permanente;

CONSIDERANDO: Que, en el mercado farmacéutico local, exceptuando las
instituciones que se benefician de una autorización expresa del Poder Ejecutivo, la insulina se cotiza



a un precio difícilmente accesible, casi prohibitivo para las clases más necesitadas;

CONSIDERANDO: Que la salud de la persona humana debe estar por encima de
cualquier valoración comercial y fiscalista.

VISTA la Constitución de la República.

VISTA la Ley No.14-93, del 26 de agosto de 1993, sobre Arancel de Aduanas de la
República Dominicana.

HA DADO LA SIGUIENTE LEY:

Artículo 1.- Se agrega un párrafo al Artículo 12 de la Ley 14-93, del 26 de agosto de
1993, sobre Arancel de Aduanas de la República Dominicana, que dirá de la siguiente manera:

“PARRAFO III.- La insulina y sus sales, descrita con el Código Arancelario
2937.91.00, pagará una tasa única de un cero por ciento (0%), y está exenta de la aplicación del
ITBIS, recargo cambiario y del desmonte contemplado en el Artículo 6”.

DADA en la Sala de Sesiones de la Cámara de Diputados, Palacio del Congreso
Nacional, en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República Dominicana, a
los dieciséis (16) días del mes de septiembre del año mil novecientos noventa y ocho, año 155 de la
Independencia y 135 de la Restauración.

Héctor Rafael Peguero Méndez
Presidente

Tony Pérez Hernández, Radhamés Castro,
Secretario Ad-Hoc Secretario

DADA en la Sala de Sesiones del Senado, Palacio del Congreso Nacional, en Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República Dominicana, a los catorce (14)
días del mes de octubre del año mil novecientos noventa y ocho, año 155 de la Independencia y 136
de la Restauración.

Ramón Alburquerque Ramírez
Presidente

Ginette Bournigal de Jiménez Dagoberto Rodríguez Adames
Secretaria Secretario



LEONEL FERNANDEZ
Presidente de la República Dominicana

En ejercicio de las atribuciones que me confiere el Artículo 55 de la Constitución de
la República.

PROMULGO la presente Ley y mando que sea publicada en la Gaceta Oficial, para
su conocimiento y cumplimiento.

DADA en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República
Dominicana, al primer (1er.) día del mes de noviembre del año mil novecientos noventa y ocho, año
155 de la Independencia y 136 de la Restauración.

Leonel Fernández

Ley No. 487-98 que concede una pensión del Estado en favor de la señora María Luisa
González Colón.

(G. O. 10005, del 30 de noviembre de 1998).

EL CONGRESO NACIONAL
En Nombre de la República

Ley No. 487-98

CONSIDERANDO: Que la señora María Luisa González Colón prestó sus servicios
por más de 34 años en la administración pública, desempeñando el cargo de maestra en las escuelas
siguientes: Escuela República Trujillo Hull, Escuela Juan Bautista Zafra, Escuela República de
Honduras y Colegio Parroquial Santa Ana, y en la actualidad cuenta con 71 años de edad;

CONSIDERANDO: Que la señora María Luisa González Colón fue pensionada por
el Estado Dominicano mediante el Decreto No. 741, del 14 de marzo de 1979, y ahora recibe una
pensión de RD$343.00 lo que no le permite solventar sus necesidades más perentorias;

CONSIDERANDO: Que la señora María Luisa González Colón padece de serios
quebrantos de salud que le imposibilitan realizar un trabajo productivo.

VISTO el Artículo 10 de la Ley No. 379 del 11 de diciembre de 1981, sobre
Pensiones y Jubilaciones Civiles del Estado.



VISTO el Decreto No. 741, del 14 de marzo de 1979.

HA DADO LA SIGUIENTE LEY:

Artículo 1.- Se aumenta a la suma de tres mil pesos oro dominicanos (RD$3,000.00)
la pensión del Estado que percibe mensualmente la señora María Luisa González Colón.

Artículo 2.- Dicha pensión será pagada con cargo al Fondo de Pensiones y
Jubilaciones Civiles del Estado, de la Ley de Gastos Públicos.

Artículo 3.- La presente ley deroga el Decreto No. 741, del 14 de marzo de 1979 en
su Inciso No.104, así como cualquier disposición que le sea contraria.

DADA en la Sala de Sesiones de la Cámara de Diputados, Palacio del Congreso
Nacional, en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República Dominicana, a
los veintiún (21) días del mes de julio del año mil novecientos noventa y ocho, año 155 de la
Independencia y 135 de la Restauración.

Héctor Rafael Peguero Méndez
Presidente

Sarah Emilia Paulino de Solís, Néstor Orlando Mazara Lorenzo,
Secretaria Secretario

DADA en la Sala de Sesiones del Senado, Palacio del Congreso Nacional, en Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República Dominicana, a los trece (13) días
del mes de agosto del año mil novecientos noventa y ocho, año 155 de la Independencia y 135 de la
Restauración.

Amable Aristy Castro
Presidente

Enrique Pujals Rafael Octavio Silverio
Secretario Secretario

LEONEL FERNANDEZ
Presidente de la República Dominicana



En ejercicio de las atribuciones que me confiere el Artículo 55 de la Constitución de
la República.

PROMULGO la presente Ley y mando que sea publicada en la Gaceta Oficial, para
su conocimiento y cumplimiento.

DADA en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República
Dominicana, al primer (1er.) día del mes de noviembre del año mil novecientos noventa y ocho, año
155 de la Independencia y 136 de la Restauración.

Leonel Fernández

Ley No. 488-98 que concede una pensión del Estado al señor Juan de la Cruz Alvarez.

(G. O. 10005, del 30 de noviembre de 1998).

EL CONGRESO NACIONAL
En Nombre de la República

Ley No.488-98

CONSIDERANDO: Que el Inciso 17 del Artículo 8 de nuestra Constitución
establece: “El Estado estimulará el desarrollo progresivo de la seguridad social, de manera que toda
persona llegue a gozar de adecuada protección contra la desocupación, la enfermedad, la
incapacidad y la vejez”;

CONSIDERANDO: Que el señor Juan de la Cruz Alvarez laboró por más de 30
años en la administración pública, y llegó a ocupar el cargo de diputado por la provincia de
Dajabón;

CONSIDERANDO: Que el señor Juan de la Cruz Alvarez padece quebrantos de
salud que le impiden realizar trabajos productivos.

VISTO el Artículo 10 de la Ley 379, del 11 de diciembre del 1981, sobre Pensiones
y Jubilaciones Civiles del Estado.

HA DADO LA SIGUIENTE LEY:

Artículo 1.- Se concede una pensión del Estado de diez mil pesos (RD$10,000.00)
mensualmente, en favor del señor Juan de la Cruz Alvarez.

Artículo 2.- Dicha pensión será pagada con cargo al Fondo de Pensiones y
Jubilaciones Civiles del Estado, de la Ley de Gastos Públicos.



DADA en la Sala de Sesiones de la Cámara de Diputados, Palacio del Congreso
Nacional, en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República Dominicana, a
los dos (2) días del mes de julio del año mil novecientos noventa y ocho, año 155 de la
Independencia y 135 de la Restauración.

Héctor Rafael Peguero Méndez
Presidente

Sarah Emilia Paulino de Solís, Néstor Orlando Mazara Lorenzo,
Secretaria Secretario

DADA en la Sala de Sesiones del Senado, Palacio del Congreso Nacional, en Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República Dominicana, a los veintiún (21)
días del mes de julio del año mil novecientos noventa y ocho, año 155 de la Independencia y 135 de
la Restauración.

Amable Aristy Castro
Presidente

Enrique Pujals Rafael Octavio Silverio
Secretario Secretario

LEONEL FERNANDEZ
Presidente de la República Dominicana

En ejercicio de las atribuciones que me confiere el Artículo 55 de la Constitución de
la República.

PROMULGO la presente Ley y mando que sea publicada en la Gaceta Oficial, para
su conocimiento y cumplimiento.

DADA en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República
Dominicana, al primer (1er.) día del mes de noviembre del año mil novecientos noventa y ocho, año
155 de la Independencia y 136 de la Restauración.

Leonel Fernández

Res. No. 489-98 que aprueba la Convención Interamericana contra la Corrupción, aprobada
el 29 de marzo de 1996, en la Conferencia Especializada convocada por el Consejo
Permanente de la Organización de Estados Americanos, en Caracas, Venezuela.



(G. O. 10005, del 30 de noviembre de 1998).

EL CONGRESO NACIONAL
En Nombre de la República

Res. No.489-98

VISTOS los Incisos 14 y 19 del Artículo 37 de la Constitución de la República.

VISTA la Convención Interamericana contra la Corrupción, aprobada el 29 de marzo
de 1996, entre los Estados miembros de la Organización de Estados Americanos (OEA).

R E S U E L V E:

UNICO: APROBAR la Convención Interamericana contra la Corrupción, aprobada
el 29 de marzo de 1996, en la Conferencia Especializada convocada por el Consejo Permanente de
la Organización de Estados Americanos (OEA), celebrada en Caracas, Venezuela, y suscrita por el
señor Guido D’Alessandro, Subsecretario de Estado de Relaciones Exteriores, en representación del
Gobierno de la República Dominicana. Esta Convención establece una estructura jurídica con el
propósito de promover y regular la cooperación entre los Estados Americanos, para asegurar la
eficacia de las medidas y mecanismos que permitan prevenir, detectar, sancionar y erradicar la
corrupción en el hemisferio; que copiada a la letra dice así:



CONVENCION INTERAMERICANA CONTRA LA CORRUPCION



CONVENCION INTERAMERICANA CONTRA LA CORRUPCIÓN[1]/

Preámbulo

LOS ESTADOS MIEMBROS DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS

CONVENCIDOS de que la corrupción socava la legitimidad de las instituciones
públicas, atenta contra la sociedad, el orden moral y la justicia, así como contra el desarrollo integral
de los pueblos;

CONSIDERANDO: que la democracia representativa, condición indispensable para
la estabilidad, la paz y el desarrollo de la región, por su naturaleza, exige combatir toda forma de
corrupción en el ejercicio de las funciones públicas, así como los actos de corrupción
específicamente vinculados con tal ejercicio;

PERSUADIDOS de que el combate contra la corrupción fortalece las instituciones
democráticas, evita distorsiones de la economía, vicios en la gestión pública y el deterioro de la
moral social;

RECONOCIENDO que, a menudo, la corrupción es uno de los instrumentos que
utiliza la criminalidad organizada con la finalidad de materializar sus propósitos;

CONVENCIDOS de la importancia de generar conciencia entre la población de los
países de la región sobre la existencia y gravedad de este problema, así como de la necesidad de
fortalecer la participación de la sociedad civil en la prevención y lucha contra la corrupción;

RECONOCIENDO que la corrupción tiene, en algunos casos, trascendencia
internacional, lo cual exige una acción coordinada de los Estados para combatirla eficazmente;

CONVENCIDOS de la necesidad de adoptar cuanto antes un instrumento
internacional que promueva y facilite la cooperación internacional para combatir la corrupción y, en
especial, para tomar las medidas apropiadas contra las personas que cometan actos de corrupción en
el ejercicio de las funciones públicas o específicamente vinculados con dicho ejercicio; así como
respecto de los bienes producto de estos actos;

PROFUNDAMENTE PREOCUPADOS por los vínculos cada vez más estrechos
entre la corrupción y los ingresos provenientes del tráfico ilícito de estupefacientes, que socavan y
atentan contra las actividades comerciales y financieras legítimas y la sociedad, en todos los niveles;

TENIENDO PRESENTE que para combatir la corrupción es responsabilidad de los
Estados la erradicación de la impunidad y que la cooperación entre ellos es necesaria para que su
acción en este campo sea efectiva; y



DECIDIDOS a hacer todos los esfuerzos para prevenir, detectar, sancionar y
erradicar la corrupción en el ejercicio de las funciones públicas y en los actos de corrupción
específicamente vinculados con tal ejercicio.

HAN CONVENIDO

en suscribir la siguiente

CONVENCION INTERAMERICANA CONTRA LA CORRUPCION

Artículo 1

Definiciones

Para los fines de la presente Convención, se entiende por:

“Función pública”, toda actividad temporal o permanente, remunerada u honoraria,
realizada por una persona natural en nombre del Estado o al servicio del Estado o de sus entidades,
en cualquiera de sus niveles jerárquicos.

“Funcionario público”, “Oficial Gubernamental” o “Servidor público”, cualquier
funcionario o empleado del Estado o de sus entidades, incluidos los que han sido seleccionados,
designados o electos para desempeñar actividades o funciones en nombre del Estado o al servicio
del Estado, en todos sus niveles jerárquicos.

“Bienes”, los activos de cualquier tipo, muebles o inmuebles, tangibles o intangibles,
y los documentos o instrumentos legales que acrediten, intenten probar o se refieran a la propiedad u
otros derechos sobre dichos activos.

Artículo II

Propósitos

Los propósitos de la presente Convención son:

1. Promover y fortalecer el desarrollo, por cada uno de los Estados Partes, de los
mecanismos necesarios para prevenir, detectar, sancionar y erradicar la
corrupción; y

2. Promover, facilitar y regular la cooperación entre los Estados Partes a fin de
asegurar la eficacia de las medidas y acciones para prevenir, detectar, sancionar



y erradicar los actos de corrupción en el ejercicio de las funciones públicas y los
actos de corrupción específicamente vinculados con tal ejercicio.

Artículo III

Medidas preventivas

A los fines expuestos en el Artículo II de esta Convención, los Estados Partes
convienen en considerar la aplicabilidad de medidas, dentro de sus propios sistemas institucionales,
destinadas a crear, mantener y fortalecer:

1. Normas de conducta para el correcto, honorable y adecuado cumplimiento de las
funciones públicas. Estas normas deberán estar orientadas a prevenir conflictos
de intereses y asegurar la preservación y el uso adecuado de los recursos
asignados a los funcionarios públicos en el desempeño de sus funciones.
Establecerán también las medidas y sistemas que exijan a los funcionarios
públicos informar a las autoridades competentes sobre los actos de corrupción en
la función pública de los que tengan conocimiento. Tales medidas ayudarán a
preservar la confianza en la integridad de los funcionarios públicos y en la
gestión pública.

2. Mecanismos para hacer efectivo el cumplimiento de dichas normas de conducta.

Instrucciones al personal de las entidades públicas, que aseguren la adecuada
comprensión de sus responsabilidades y las normas éticas que rigen sus
actividades.

4. Sistemas para la declaración de los ingresos, activos y pasivos por parte de las
personas que desempeñan funciones públicas en los cargos que establezca la ley
y para la publicación de tales declaraciones cuando corresponda.

5. Sistemas para la contratación de funcionarios públicos y para la adquisición de
bienes y servicios por parte del Estado que aseguren la publicidad, equidad y
eficiencia de tales sistemas.

6. Sistemas adecuados para la recaudación y el control de los ingresos del Estado,
que impidan la corrupción.

7. Leyes que eliminen los beneficios tributarios a cualquier persona o sociedad que
efectúe asignaciones en violación de la legislación contra la corrupción de los
Estados Partes.

8. Sistemas para proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que
denuncien de buena fe actos de corrupción, incluyendo la protección de su
identidad, de conformidad con su Constitución y los principios fundamentales de
su ordenamiento jurídico interno.

9. Organos de control superior, con el fin de desarrollar mecanismos modernos



para prevenir, detectar, sancionar y erradicar las prácticas corruptas.

10. Medidas que impidan el soborno de funcionarios públicos nacionales y
extranjeros, tales como mecanismos para asegurar que las sociedades mercantiles
y otros tipos de asociaciones mantengan registros que reflejen con exactitud y
razonable detalle la adquisición y enajenación de activos, y que establezcan
suficientes controles contables internos que permitan a su personal detectar actos
de corrupción.

11. Mecanismos para estimular la participación de la sociedad civil y de las
organizaciones no gubernamentales en los esfuerzos destinados a prevenir la
corrupción.

12. El estudio de otras medidas de prevención que tomen en cuenta la relación entre
una remuneración equitativa y la probidad en el servicio público.

Artículo IV

Ambito

La presente Convención es aplicable siempre que el presunto acto de corrupción se
haya cometido o produzca sus efectos en un Estado Parte.

Artículo V

Jurisdicción

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para ejercer su
jurisdicción respecto de los delitos que haya tipificado de conformidad con esta Convención cuando
el delito se cometa en su territorio.

2. Cada Estado Parte podrá adoptar las medidas que sean necesarias para ejercer
su jurisdicción respecto de los delitos que haya tipificado de conformidad con esta Convención
cuando el delito sea cometido por uno de sus nacionales o por una persona que tenga residencia
habitual en su territorio.

3. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para ejercer su
jurisdicción respecto de los delitos que haya tipificado de conformidad con esta Convención cuando
el presunto delincuente se encuentre en su territorio y no lo extradite a otro país por motivo de la
nacionalidad del presunto delincuente.

4. La presente Convención no excluye la aplicación de cualquier otra regla de
jurisdicción penal establecida por una Parte en virtud de su legislación nacional.

Artículo VI



Actos de corrupción

1. La presente Convención es aplicable a los siguientes actos de corrupción:

a. El requerimiento o la aceptación, directa o indirectamente, por un funcionario
público o una persona que ejerza funciones públicas de cualquier objeto de valor
pecuniario u otros beneficios como dádivas, favores, promesas o ventajas para sí
mismo o para otra persona o entidad a cambio de la realización u omisión de
cualquier acto en el ejercicio de sus funciones públicas;

b. El ofrecimiento o el otorgamiento, directa o indirectamente, a un funcionario
público o a una persona que ejerza funciones públicas, de cualquier objeto de
valor pecuniario u otros beneficios como dádivas, favores, promesas o ventajas
para ese funcionario público o para otra persona o entidad a cambio de la
realización u omisión de cualquier acto en el ejercicio de sus funciones públicas;

c. La realización por parte de un funcionario público o una persona que ejerza
funciones públicas de cualquier acto u omisión en el ejercicio de sus funciones,
con el fin de obtener ilícitamente beneficios para sí mismo o para un tercero;

d. El aprovechamiento doloso u ocultación de bienes provenientes de cualesquiera
de los actos a los que se refiere el presente artículo; y

e. La participación como autor, coautor, instigador, cómplice, encubridor o en
cualquier otra forma en la comisión, tentativa de comisión, asociación o
confabulación para la comisión de cualquiera de los actos a los que se refiere el
presente artículo.

2. La presente Convención también será aplicable, de mutuo acuerdo entre dos o
más Estados Partes, en relación con cualquier otro acto de corrupción no contemplado en ella.

Artículo VII

Legislación interna

Los Estados Partes que aún no lo hayan hecho adoptarán las medidas legislativas o de
otro carácter que sean necesarias para tipificar como delitos en su derecho interno los actos de
corrupción descritos en el Artículo VI.1. para facilitar la cooperación entre ellos, en los términos de
la presente Convención.

Artículo VIII

Soborno transnacional

Con sujeción a su Constitución y a los principios fundamentales de su ordenamiento
jurídico, cada Estado Parte prohibirá y sancionará el acto de ofrecer u otorgar a un funcionario
público de otro Estado, directa o indirectamente, por parte de sus nacionales, personas que tengan
residencia habitual en su territorio y empresas domiciliadas en él, cualquier objeto de valor



pecuniario u otros beneficios, como dádivas, favores, promesas o ventajas, a cambio de que dicho
funcionario realice u omita cualquier acto, en el ejercicio de sus funciones públicas, relacionado con
una transacción de naturaleza económica o comercial.

Entre aquellos Estados Partes que hayan tipificado el delito de soborno transnacional,
éste será considerado un acto de corrupción para los propósitos de esta Convención.

Aquel Estado Parte que no haya tipificado el soborno transnacional brindará la
asistencia y cooperación previstas en esta Convención, en relación con este delito, en la medida en
que sus leyes lo permitan.

Artículo IX

Enriquecimiento ilícito

Con sujeción a su Constitución y a los principios fundamentales de su ordenamiento
jurídico, los Estados Partes que aún no lo hayan hecho adoptarán las medidas necesarias para
tipificar en su legislación como delito, el incremento del patrimonio de un funcionario público con
significativo exceso respecto de sus ingresos legítimos durante el ejercicio de sus funciones y que no
pueda ser razonablemente justificado por él.

Entre aquellos Estados Partes que hayan tipificado el delito de enriquecimiento
ilícito, éste será considerado un acto de corrupción para los propósitos de la presente Convención.

Aquel Estado Parte que no haya tipificado el enriquecimiento ilícito brindará la
asistencia y cooperación previstas en esta Convención, en relación con este delito, en la medida en
que sus leyes lo permitan.

Artículo X

Notificación

Cuando un Estado Parte adopte la legislación a la que se refieren los párrafos I de los
Artículos VIII y IX, lo notificará al Secretario General de la Organización de los Estados
Americanos, quien lo notificará a su vez a los demás Estados Partes. Los delitos de soborno
transnacional y de enriquecimiento ilícito serán considerados para ese Estado Parte acto de
corrupción para los propósitos de esta Convención, transcurridos treinta días contados a partir de la
fecha de esa notificación.

Artículo XI

Desarrollo progresivo

1. A los fines de impulsar el desarrollo y la armonización de las legislaciones
nacionales y la consecución de los objetivos de esta Convención, los Estados Partes estiman
conveniente y se obligan a considerar la tipificación en sus legislaciones de las siguientes conductas:

a. El aprovechamiento indebido en beneficio propio o de un tercero, por parte de



un funcionario público o una persona que ejerce funciones públicas, de cualquier
tipo de información reservada o privilegiada de la cual ha tenido conocimiento
en razón o con ocasión de la función desempeñada.

b. El uso o aprovechamiento indebido en beneficio propio o de un tercero, por
parte de un funcionario público o una persona que ejerce funciones públicas de
cualquier tipo de bienes del Estado o de empresas o instituciones en que éste
tenga parte, a los cuales ha tenido acceso en razón o con ocasión de la función
desempeñada.

c. Toda acción u omisión efectuada por cualquier persona que, por sí misma o por
persona interpuesta o actuando como intermediaria, procure la adopción, por
parte de la autoridad pública, de una decisión en virtud de la cual obtenga
ilícitamente para sí o para otra persona, cualquier beneficio o provecho, haya o
no detrimento del patrimonio del Estado.

d. La desviación ajena a su objeto que, para beneficio propio o de terceros, hagan
los funcionarios públicos, de bienes muebles o inmuebles, dinero o valores,
pertenecientes al Estado, a un organismo descentralizado o a un particular, que
los hubieran percibido por razón de su cargo, en administración, depósito o por
otra causa.

2. Entre aquellos Estados Partes que hayan tipificado estos delitos, éstos serán
considerados actos de corrupción para los propósitos de la presente Convención.

3. Aquellos Estados Partes que no hayan tipificado los delitos descritos en este
artículo brindarán la asistencia y cooperación previstas en esta Convención en relación con ellos, en
la medida en que sus leyes lo permitan.

Artículo XII

Efectos sobre el patrimonio del Estado

Para la aplicación de esta Convención, no será necesario que los actos de corrupción
descritos en la misma produzcan perjuicio patrimonial al Estado.

Artículo XIII

Extradición

1. El presente artículo se aplicará a los delitos tipificados por los Estados Partes
de conformidad con esta Convención.

2. Cada uno de los delitos a los que se aplica el presente artículo se considerará
incluido entre los delitos que den lugar a extradición en todo tratado de extradición vigente entre los
Estados Partes. Los Estados Partes se comprometen a incluir tales delitos como casos de extradición
en todo tratado de extradición que concierten entre sí.



3. Si un Estado Parte que supedita la extradición a la existencia de un tratado
recibe una solicitud de extradición de otro Estado Parte, con el que no lo vincula ningún tratado de
extradición, podrá considerar la presente Convención como la base jurídica de la extradición
respecto de los delitos a los que se aplica el presente artículo.

4. Los Estados Partes que no supediten la extradición a la existencia de un
tratado reconocerán los delitos a los que se aplica el presente artículo como casos de extradición
entre ellos.

5. La extradición estará sujeta a las condiciones previstas por la legislación del
Estado Parte requerido o por los tratados de extradición aplicables, incluidos los motivos por los que
se puede denegar la extradición.

6. Si la extradición solicitada por un delito al que se aplica el presente artículo
se deniega en razón únicamente de la nacionalidad de la persona objeto de la solicitud, o porque el
Estado Parte requerido se considere competente, éste presentará el caso ante sus autoridades
competentes para su enjuiciamiento, a menos que se haya convenido otra cosa con el Estado Parte
requirente, e informará oportunamente a éste de su resultado final.

7. A reserva de lo dispuesto en su derecho interno y en su tratado de extradición,
el Estado Parte requerido podrá, tras haberse cerciorado de que las circunstancias lo justifican y
tienen carácter urgente, y a solicitud del Estado Parte requirente, proceder a la detención de la
persona cuya extradición se solicite y que se encuentre en su territorio o adoptar otras medidas
adecuadas para asegurar su comparecencia en los trámites de extradición.

Artículo XIV

Asistencia y cooperación

Los Estados Partes se prestarán la más amplia asistencia recíproca, de conformidad
con sus leyes y los tratados aplicables, dando curso a las solicitudes emanadas de las autoridades
que, de acuerdo con su derecho interno, tengan facultades para la investigación o juzgamiento de los
actos de corrupción descritos en la presente Convención, a los fines de la obtención de pruebas y la
realización de otros actos necesarios para facilitar los procesos y actuaciones referentes a la
investigación o juzgamiento de actos de corrupción.

Asimismo, los Estados Partes se prestarán la más amplia cooperación técnica mutua
sobre las formas y métodos más efectivos para prevenir, detectar, investigar y sancionar los actos de
corrupción. Con tal propósito, propiciarán el intercambio de experiencias por medio de acuerdos y
reuniones entre los órganos e instituciones competentes y otorgarán especial atención a las formas y
métodos de participación ciudadana en la lucha contra la corrupción.

Articulo XV

Medidas sobre bienes

De acuerdo con las legislaciones nacionales aplicables y los tratados pertinentes u
otros acuerdos que puedan estar en vigencia entre ellos, los Estados Partes se prestarán mutuamente



la más amplia asistencia posible en la identificación, el rastreo, la inmovilización, la confiscación y
el decomiso de bienes obtenidos o derivados de la comisión de los delitos tipificados de
conformidad con la presente Convención, de los bienes utilizados en dicha comisión o del producto
de dichos bienes.

El Estado Parte que aplique sus propias sentencias de decomiso, o las de otro Estado
Parte, con respecto a los bienes o productos descritos en el párrafo anterior, de este artículo,
dispondrá de tales bienes o productos de acuerdo a su propia legislación. En la medida en que lo
permitan sus leyes y en las condiciones que considere apropiadas, ese Estado Parte podrá transferir
total o parcialmente dichos bienes o productos a otro Estado Parte que haya asistido en la
investigación o en las actuaciones judiciales conexas.

Articulo XVI

Secreto bancario

El Estado Parte requerido no podrá negarse a proporcionar la asistencia solicitada por
el Estado Parte requirente amparándose en el secreto bancario. Este Artículo será aplicado por el
Estado Parte requerido, de conformidad con su derecho interno, sus disposiciones de procedimiento
o con los acuerdos bilaterales o multilaterales que lo vinculen con el Estado Parte requirente.

El Estado Parte requirente se obliga a no utilizar las informaciones protegidas por el
secreto bancario que reciba, para ningún fin distinto del proceso para el cual hayan sido solicitadas,
salvo autorización del Estado Parte requerido.

Articulo XVII

Naturaleza del acto

A los fines previstos en los Artículos XIII, XIV, XV y XVI de la presente
Convención, el hecho de que los bienes obtenidos o derivados de un acto de corrupción hubiesen
sido destinados a fines políticos o el hecho de que se alegue que un acto de corrupción ha sido
cometido por motivaciones o con finalidades políticas, no bastarán por sí solos para considerar
dicho acto como un delito político o como un delito común conexo con un delito político.

Articulo XVIII

Autoridades centrales

Para los propósitos de la asistencia y cooperación internacional previstas en el marco
de esta Convención, cada Estado Parte podrá designar una autoridad central o podrá utilizar las
autoridades centrales contempladas en los tratados pertinentes u otros acuerdos.

Las autoridades centrales se encargarán de formular y recibir las solicitudes de
asistencia y cooperación a que se refiere la presente Convención.

Las autoridades centrales se comunicarán en forma directa para los efectos de la
presente Convención.



Articulo XIX

Aplicación en el tiempo

Con sujeción a los principios constitucionales, al ordenamiento interno de cada
Estado y a los tratados vigentes entre los Estados Partes, el hecho de que el presunto acto de
corrupción se hubiese cometido con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Convención, no
impedirá la cooperación procesal penal internacional entre los Estados Partes. La presente
disposición en ningún caso afectará el principio de la irretroactividad de la ley penal ni su aplicación
interrumpirá los plazos de prescripción en curso relativos a los delitos anteriores a la fecha de la
entrada en vigor de esta Convención.

Articulo XX

Otros acuerdos o prácticas

Ninguna de las normas de la presente Convención será interpretada en el sentido de
impedir que los Estados Partes se presten recíprocamente cooperación al amparo de lo previsto en
otros acuerdos internacionales, bilaterales o multilaterales, vigentes o que se celebren en el futuro
entre ellos, o de cualquier otro acuerdo o práctica aplicable.

Articulo XXI

Firma

La presente Convención está abierta a la firma de los Estados Miembros de la
Organización de los Estados Americanos.

Articulo XXII

Ratificación

La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ratificación se
depositarán en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos.

Articulo XXIII

Adhesión

La presente Convención queda abierta a la adhesión de cualquier otro Estado. Los
instrumentos de adhesión se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los Estados
Americanos.

Articulo XXIV

Reservas



Los Estados Partes podrán formular reservas a la presente Convención al momento
de aprobarla, firmarla, ratificarla o adherir a ella, siempre que no sean incompatibles con el objeto y
propósitos de la Convención y versen sobre una o más disposiciones específicas.

Articulo XXV

Entrada en vigor

La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que
haya sido depositado el segundo instrumento de ratificación. Para cada Estado que ratifique la
Convención o adhiera a ella después de haber sido depositado el segundo instrumento de
ratificación, la Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado
haya depositado su instrumento de ratificación o adhesión.

Articulo XXVI

Denuncia

La presente Convención regirá indefinidamente, pero cualesquiera de los Estados
Partes podrá denunciarla. El instrumento de denuncia será depositado en la Secretaría General de la
Organización de los Estados Americanos. Transcurrido un año, contado a partir de la fecha de
depósito del instrumento de denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado
denunciante y permanecerá en vigor para los demás Estados Partes.

Articulo XXVII

Protocolos adicionales

Cualquier Estado Parte podrá someter a la consideración de los otros Estados Partes
reunidos con ocasión de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos,
proyectos de protocolos adicionales a esta Convención con el objeto de contribuir al logro de los
propósitos enunciados en su Articulo II.

Cada protocolo adicional fijará las modalidades de su entrada en vigor y se aplicará
solo entre los Estados Partes en dicho protocolo.

Articulo XXVIII

Depósito del instrumento original

El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos español, francés,
inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría General de la
Organización de los Estados Americanos, la que enviará copia certificada de su texto para su
registro de publicación a la Secretaría de las Naciones Unidas, de conformidad con el Articulo 102
de la Carta de las Naciones Unidas. La Secretaría General de la Organización de los Estados
Americanos notificará a los Estados miembros de dicha Organización y a los Estados que hayan
adherido a la Convención, las firmas, los depósitos de instrumentos de ratificación, adhesión y



denuncia, así como las reservas que hubiere.

DADA en la Sala de Sesiones del Senado, Palacio del Congreso Nacional, en Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República Dominicana, a los dieciséis (16)
días del mes de septiembre del año mil novecientos noventa y ocho, año 155 de la Independencia y
136 de la Restauración.

Ramón Alburquerque Ramírez
Presidente

Ginette Bournigal de Jiménez, Dagoberto Rodríguez Adames,
Secretaria Secretario

DADA en la Sala de Sesiones de la Cámara de Diputados, Palacio del Congreso
Nacional, en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República Dominicana, a
los veintiún (21) días del mes de octubre del año mil novecientos noventa y ocho, año 155 de la
Independencia y 136 de la Restauración.

Héctor Rafael Peguero Méndez
Presidente

Fátima del Rosario Pérez, Radhamés Castro,
Secretaria Secretario

LEONEL FERNANDEZ
Presidente de la República Dominicana

En ejercicio de las atribuciones que me confiere el Artículo 55 de la Constitución de
la República.

PROMULGO la presente Resolución y mando que sea publicada en la Gaceta
Oficial, para su conocimiento y cumplimiento.

DADA en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República
Dominicana, a los veinte (20) días del mes de noviembre del año mil novecientos noventa y ocho,
año 155 de la Independencia y 136 de la Restauración.

Leonel Fernández



NOTA : Ley No. 490-98 de Presupuesto de Ingresos y Gastos Públicos para el año 1999. Véase
in-extenso en la G. O. 10006, del 31 de diciembre de 1998.

Res. No. 491-98 que prorroga por 45 días, a partir del 14 de noviembre de 1998, la actual
legislatura ordinaria iniciada el 16 de agosto del presente año.

(G. O. 10006, del 31 de diciembre de 1998).

EL CONGRESO NACIONAL
En Nombre de la República

Res. No. 491-98

CONSIDERANDO: Que el 13 de noviembre del presente año culmina la segunda
legislatura ordinaria y aún no se ha conocido el proyecto de Presupuesto y Ley de Gastos Públicos
del Gobierno Central correspondiente al año mil novecientos noventa y nueve (1999).

CONSIDERANDO: Que el Senado de la República y la Honorable Cámara de
Diputados tienen importantes proyectos sin conocer, que son fundamentales para la economía del
país.

VISTO el Artículo 33 de la Constitución de la República.

R E S U E L V E :

UNICO: PRORROGAR por cuarenta y cinco (45) días, a partir del 14 de noviembre
del año en curso, la actual legislatura ordinaria, iniciada el 16 de agosto próximo pasado.

DADA en la Sala de Sesiones del Senado, Palacio del Congreso Nacional, en
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República Dominicana, a los diez (10)
días del mes de noviembre del año mil novecientos noventa y ocho, año 155 de la Independencia y
136 de la Restauración.

Ramón Alburquerque
Presidente

Ginette Bournigal de Jiménez Dagoberto Rodríguez Adames
Secretaria Secretario

DADA en la Sala de Sesiones de la Cámara de Diputados, Palacio del Congreso
Nacional, en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República Dominicana, a



los doce (12) días del mes de noviembre del año mil novecientos noventa y ocho, año 155 de la
Independencia y 136 de la Restauración.

Héctor Rafael Peguero Méndez
Presidente

Fátima del Rosario Pérez Rodolí Radhamés Castro
Secretaria Secretario

LEONEL FERNANDEZ
Presidente de la República Dominicana

En ejercicio de las atribuciones que me confiere el Artículo 55 de la Constitución de
la República.

PROMULGO la presente Resolución y mando que sea publicada en la Gaceta
Oficial, para su conocimiento y cumplimiento.

DADA en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República
Dominicana, a los veintisiete (27) días del mes de diciembre del año mil novecientos noventa y
ocho, año 155 de la Independencia y 136 de la Restauración.

Leonel Fernández
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